
 

 

SEÑORES:  

JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE TURBACO. 

RAD- 2019-345 

Asunto: Incidente de nulidad de Sentencia. 

 

Soy, NATHALI ELLES HERRERA, identificada con la cédula de ciudadanía No. 

1.047.398.937 de Cartagena y portadora de la tarjeta profesional N° 205851 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, ante usted acudo a fin de 

interponer recurso de apelación en contra de la providencia de fecha 8 de 

noviembre de 2021, de la cual me enteré apenas el día de ayer, que se entregó el 

acta de la mencionada diligencia, estando en la oportunidad procesal para hacerlo, 

acudo a fin de manifestar mi inconformidad con la decisión, que fue adoptada, lo 

anterior basado en las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS: 

 

1. Nulidades en el transcurso del presente proceso: 

Las nulidades en nuestro ordenamiento son la excepción, por lo tanto, las mismas 

son taxativas, por ello procederemos a sustentar de manera clara cómo se 

producen las nulidades en el presente asunto y que dan al traste con el derecho al 

debido proceso y a la representación judicial, así: 

 

1. LA PROCEDENCIA DE LA NULIDAD CONTRA SENTENCIAS JUDICIALES: 

Reza nuestro CGP:  

“Artículo 134. Oportunidad y trámite. 

Las nulidades podrán alegarse en cualquiera de las instancias antes de que se dicte 

sentencia o con posteridad a esta, si ocurrieren en ella. ”(Negrillas nuestras). 

Por lo anterior, es más que claro que en procesos cómo el presente de única 
instancia en donde todo el procedimiento fue agotado en una única audiencia, 

solo resulta procedente la nulidad presentada cómo incidente cómo la única 
alternativa procesal, con la cual se cuenta en el ordenamiento jurídico para 



 

 

sanear dentro de la misma actuación una nulidad que se haya dado durante el 
transcurso de la audiencia que dio fin al proceso, máxime cuando prácticamente 

todas las instancias procesales  se surtieron en un único acto procesal. 

2. CAUSAL DE NULIDAD: CGP Articulo 133 # 4. Cuando es indebida la 
representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 

apoderado judicial carece íntegramente de poder. 

Su señoría, en la actuación judicial desarrollada ni mi mandante la señora, ANA 

LUCIA PAEZ DE CORREA, ni el señor JUAN CARLOS CORREA PAEZ, tuvieron un 
abogado que defendiera sus intereses, ya que estos no suscribieron poder a los 

apoderados de la parte demandante, esta situación, fue advertida por el apoderado 
de la demandada en principio de lealtad procesal, esta indebida representación 

judicial su señoría hace que para mi mandante fuese imposible, ejercer su derecho 
de defensa y contradicción, porque si bien es cierto, existía un representante 

judicial que  representaba los intereses de alguna de las partes demandadas, esto 
se encuentra debidamente probado su señoría, en el proceso, dado que allí podrá 

usted determinar, que en efecto ningún poder fue aportado por los demandados a 
favor de mi mandante ANA LUCIA PEREZ DE CORREA ni del señor JUAN CARLOS 

CORREA PEREZ, hacemos la salvedad en esta última persona que no 
representamos judicialmente, en virtud del principio de lealtad procesal, para que 

le sea designado defensor público o de oficio para que lo represente en la 

mencionada actuación.  Pero su señoría el hecho de que mi mandante no haya sido 
asistida por un profesional del derecho es un vicio que no es saneable por ninguno 

de los medios establecidos en el CGP, y por tal motivo, al ser el mismo insaneable 
indefectiblemente debe prosperar para garantizar el debido ejercicio del derecho a 

la defensa, a la contradicción, a solicitar y aportar pruebas, y a ser representado 

por un profesional del derecho que posee mi mandante ANA LUCIA. 

3.  CAUSAL DE NULIDAD: CGP Articulo 133 # 2. Cuando el juez procede 

contra providencia ejecutoriada del superior, revive un proceso 

legalmente concluido o pretermite íntegramente la respectiva instancia. 

En esta causal su señoría tenemos que manifestar, que en la audiencia que fue 
declarada fallida en fecha 14 de septiembre de 2021, si bien mi mandante aparece 

en la misma, en ningún momento le fue posible referirse a si estaba o no de acuerdo 
con la etapa de conciliación, dado a que en este momento se encontraba afrontando 

padecimientos de salud que no le permitían asistir a una diligencia de la 



 

 

mencionada envergadura, sin embargo, en video consta que mi cliente no da una 
respuesta al momento de manifestar si se encuentra o no de acuerdo con la 

conciliación, por haber tenidos fuertes padecimientos de salud y una medicación, 
ni tampoco le otorga poder a ningún abogado,  inclusive el apoderado sustituto de 

la demandante asegura que él no sabía qué hacer con los casos de los señores, 
ANA LUCIA PEREZ DE CORREA y JUAN CARLOS CORREA PEREZ, quienes a su 

parecer eran personas incapaces de comparecer a la diligencia, y asegurando 
además que había entregado el historial clínico de mi mandante ANA LUCIA, y 

asegurando un problema de drogadicción informado por sus mandantes del señor 
JUAN CARLOS, es decir, su señoría que usted conoció de esta situación, lo cual 

debió ser un signo de alarma pero, que no se tomo ningún correctivo en esta que 
era la oportunidad para ello, sin embargo, su señoría lo que debemos manifestar 

es que al no haber intervenido en la diligencia de conciliación, ni en ninguna de las 
actuaciones procesales anteriores o sucesivas, ni mi mandante ni el señor JUAN 

CARLOS PEREZ CORREA, han tenido la oportunidad de participar en el proceso, por 

tal motivo, respecto de los mismos, se pretermitió totalmente la respectiva 
instancia, ya que no participaron de ninguno de los actos procesales que tuvieron 

lugar en la misma, es por ello, que el presente cargo debe prosperar su señoría ya 
que ni la señora ANA LUCIA ni el señor JUAN CARLOS, tuvieron la oportunidad de 

contestar demanda, presentar excepciones, proponer formulas de conciliación, 
solicitar y practicar pruebas, presentar alegatos de conclusión, recursos, en fin 

cualquiera de los actos procesales, son solamente por no estar representados por 
un abogado, que ya está demostrado que no lo fueron, sino, que adicionalmente, 

no fueron participes del proceso, por ello creemos que la posición del Juzgado de 
haber dado validez a la etapa de conciliación sin la participación de dos personas 

que integraban el contradictorio resultó desacertada ya que le violentó la 
posibilidad procesal de asistir al mismo y exponer alguna formula de arreglo por si 

mismos o por intermedio de alguno de sus representantes o por un apoyo judicial, 

figura que trataremos en un aparte propio. 

4. CAUSAL DE NULIDAD: CGP Articulo 133 # 8. Cuando no se practica en 
legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas 

determinadas, o el emplazamiento de las demás personas, aunque sean 
indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que 

deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así 
lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier 

otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado.  



 

 

Su señoría mi mandante no fue notificada en debida forma del auto admisorio de 
la demanda, y no solamente esto su señoría, el señor JUAN CARLOS CORREA PAEZ 

no vive en el domicilio señalado en la demanda, esto explica por que los mismos 
no participaron del proceso, es por ello u señoría que al no encontrarse una prueba 

de la notificación realizada directamente a mi mandante, ni al señor JUAN CARLOS 
CORREA PAEZ, y los mismos haber carecido de un abogado para que los asistiera, 

no se pudo concretar su derecho a la defensa y a la contradicción, en el caso del 
señor JUAN CARLOS CORREA PAEZ, me han informado que el mismo residía en el 

barrio el ají del municipio de Turbaco, casa sin nomenclatura, pero que en la 
actualidad se desconoce su residencia ya que el mismo no ha querido revelarla, por 

ello, su señoría debió emplazarse al mismo, y la parte demandada debió asegurarse 
de que en la constancia de notificación surtida de manifestará que se pudo notificar 

a cada uno de los demandados, lo cual no ocurrió en el presente caso, y es por ello, 

que esta llamada a prosperar la presente causal de nulidad. 

FALTA DE APLICACIÓN DEL RÉGIMEN PARA EL EJERCICIO DE LA 
CAPACIDAD LEGAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD MAYORES DE 

EDAD. LEY 1996 DE 2019. 

 En Colombia las personas que pudieren sufrir de algún tipo de discapacidad 
cuentan ahora con un régimen afirmativo que les permite desarrollar su vida en 

unas condiciones más dignas, el mismo tiene como característica que parte de la 

base de la capacidad que tienen para definir su vida las personas discapacitadas, 
esto sin que sea óbice para que los mismos cuando la complejidad del asunto así 

lo requiera reciban un apoyo de personas o profesionales debidamente capacitados 

para ello, de esta manera se dispuso en la ley 1996 de 2019 lo siguiente: 

“ARTÍCULO 14. Defensor Personal. En los casos en que la persona con 

discapacidad necesite apoyos, pero no tenga personas de confianza a quién 
designar con este fin, el juez de familia designará un defensor personal, de la 

Defensoría del Pueblo, que preste los apoyos requeridos para la realización de los 

actos jurídicos que designe el titular.” 

“ARTÍCULO 32. Adjudicación judicial de apoyos para la realización de actos 
jurídicos. Es el proceso judicial por medio del cual se designan apoyos formales a 

una persona con discapacidad, mayor de edad, para el ejercicio de su capacidad 

legal frente a uno o varios actos jurídicos concretos. 



 

 

  

La adjudicación judicial de apoyos se adelantará por medio del procedimiento de 
jurisdicción voluntaria, cuando sea promovido por la persona titular del acto 

jurídico, de acuerdo con las reglas señaladas en el artículo 37 de la presente ley, 

ante el juez de familia del domicilio de la persona titular del acto. 

Excepcionalmente, la adjudicación judicial de apoyos se tramitará por medio de un 
proceso verbal sumario cuando sea promovido por persona distinta al titular del 

acto jurídico, conforme a los requisitos señalados en el artículo 38 de la presente 

ley. 

PARÁGRAFO. El Consejo Superior de la Judicatura, a través de la Escuela Judicial 

Rodrigo Lara Bonilla, en un plazo no superior a un (1) año contado a partir de la 
expedición de los lineamientos de valoración señalados en el artículo 12, diseñará 

e implementará un plan de formación a jueces y juezas de familia sobre el 
contenido de la presente ley, sus obligaciones específicas en relación con procesos 

de adjudicación judicial de apoyos y sobre la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad.” 

Existiendo normatividad, precisa y lineamientos acerca de la posibilidad del 
otorgamiento de apoyo por parte de la Defensoría del Pueblo, y al haber sido 

prevenida de las dificultades de salud de mi mandante y del señor JUAN CARLOS, 
le era dable a la Juez el establecer un mecanismo de protección para los derechos 

fundamentales de mi mandante consistente en la solicitud de valoración de apoyos 
a la Defensoría del Pueblo y la solicitud de designación de un Defensor Personal, 

de esta misma entidad, sin embargo, se ha obviado por completo la realización de 
cualquier actuación en el proceso tendiente a la valoración de apoyos y a la 

obtención de un defensor de sus intereses tramites todos estos gratuitos, sin 

embargo, se extraña que no se haya realizado ningún acto tendiente a garantizar 
los derechos de una persona que tiene algún grado de discapacidad física y mental, 

sino que por el contrario se haya continuado con el presente asunto, vulnerando 

así los derechos fundamentales de las personas en situación de discapacidad. 

Por lo anterior su señoría le solicito lo siguiente. 

 



 

 

PRETENSIONES:  

1. Solicito se decrete la nulidad de todo lo actuado en el presente proceso, y e 
su lugar se permita el ejercicio de los derechos a la defensa y la 

contradicción de mi mandante, ANA LUCIA PEREZ DE CORREA y del señor 
JUAN CARLOS CORREA PAEZ. 

2. Como consecuencia de la anterior declaración déjense sin efectos todas las 
providencias dictadas incluida la notificación personal, la contestación de la 

demanda, la audiencia inicial, las pruebas practicadas, la etapa de 
conciliación, la etapa de alegaciones e instrucción y la sentencia, por los 

argumentos que fueron expuestos en la sustentación del presente 

incidente. 
3. Que cómo una acción afirmativa a favor de los señores ANA LUCIA PEREZ 

DE CORREA y del señor JUAN CARLOS CORREA PAEZ, se solicite a la 
Defensoría del Pueblo la valoración de apoyos y la designación de defensor 

personal a estas personas en aras de proteger sus derechos fundamentales 

cómo personas con algún grado de discapacidad. 

ANEXOS: 

PODER PARA ACTUAR. 

PRUEBAS.  

HISTORIA CLINICA de mi mandante la señora ANA LUCIA PEREZ DE CORREA. 

Notificaciones:  

Recibimos notificaciones en el correo electrónico: nataelhe@gmail.com y al 

Cel. 312-2653096. 

 

 

 

 



 

 

 

Atentamente:  

 

  

 

NATHALI ELLES HERRERA  

C.C. Nº 1.047.398.937  

T.P. N° 205851 DEL C.S. DE LA J. 


































